
Santiago, tres de abril de dos mil veintitr s.é

 VISTO:

En  este  procedimiento  no  contencioso  sobre  declaraci n  deó  

interdicci n por demencia de do a Cristina Cecilia In s Burgos Campos,ó ñ é  

Rol  V-131-2021,  seguido ante  el  Primer Juzgado de Letras  de Quilpu ,é  

caratulado Aravena Burgos , el se or juez titular, por sentencia de fecha“ ” ñ  

diecis is de marzo de dos mil veintid s, rechaz  la solicitud.é ó ó

La parte solicitante dedujo recurso de apelaci n en contra del referidoó  

fallo y una Sala de la Corte de Apelaciones de Valpara so, por decisi n deí ó  

once de noviembre de dos mil veintid s, lo confirm .ó ó

En contra de este ltimo pronunciamiento, ú don Enrique Jofr  Parra,é  

abogado de la Corporaci n de Asistencia Judicial, en representaci n de laó ó  

peticionaria do a Claudia Aravena Burgos, interpuso recurso de casaci n enñ ó  

el fondo, estimando infringidos los art culos 160, 428 y 819 del C digo deí ó  

Procedimiento Civil,  los  art culos  338,  342 y 456 del  C digo Civil  y elí ó  

art culo 4  de la Ley N  18.600.í ° °

Se trajeron los autos en relaci n y se procedi  a la vista de la causa.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que en la etapa de acuerdo, esta Corte advierte que se 

ha incurrido por parte de los jueces del fondo en una omisi n, que puedeó  

configurar un vicio que d  motivo a casar de oficio el fallo de segundaé  

instancia. Ese defecto consiste en que, ni en primer ni en segundo grado, se 

hizo an lisis alguno respecto de la Resoluci n de la Comisi n de Medicinaá ó ó  

Preventiva e Invalidez (en adelante, Compin) de la Regi n de Valpara so,ó í  

subcomisi n de Vi a del Mar/Quillota N  450, de fecha 24 de marzo deó ñ °  

2015, conforme a la cual se estableci  una discapacidad del 90% respectoó  

de  do a  Cristina  Cecilia  Burgos  Campos,  considerando  como  causasñ  

secundarias discapacidad sensorial visual y mental intelectual, seg n constaú  

en el certificado emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificaci n,ó  

acompa ado a la causa. La sentencia de segunda instancia no se limit  añ ó  

confirmar la de primera, sino que agreg  un razonamiento que consiste enó  

una contradicci n que cree ver entre la audiencia que el tribunal realiza conó  

la afectada (en que sta no parece comprender lo que se le pregunta, nié  
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encontrarse l cida y orientada),  y un segundo dictamen de discapacidad,ú  

emanado tambi n de Compin, que no menciona incapacidad mental, lo queé  

hac a particularmente relevante que la Corte razonara respecto del primerí  

dictamen, cuyo contenido resolutivo consta de la inscripci n en el Registroó  

Nacional de Discapacidad.

SEGUNDO: Que en efecto, este antecedente probatorio resultaba 

fundamental para resolver el asunto, y su omisi n no puede sino constituiró  

un vicio de aquellos referidos en el art culo 768 N  5 con relaci n al 170 Ní ° ó ° 

4 del C digo de Procedimiento Civil, porque sin l el razonamiento paraó é  

decidir si conceder o no la interdicci n pedida no solo se torna incompleto,ó  

sino equivocado, en cuanto cree ver una contradicci n entre la resoluci nó ó  

de  Compin  de  fecha  4  de  enero  de  2018  y  el  acta  de  audiencia  del 

Tribunal, al contactar a la Sra. Burgos y constatar que sta no respondeé  

preguntas  b sicas  ni  parece  orientada  t mpora-espacialmente,  niá é  

conservando un juicio de realidad. En verdad la contradicci n se cree veró  

justamente porque se omite un instrumento fundamental, consistente en el 

certificado del Servicio de Registro Civil antes referido, pues el dictamen de 

4 de enero de 2018 no hace referencia alguna al estado mental de do añ  

Cristina  Burgos,  y  para  saber,  entonces,  qu  concordancia  tenga  laé  

observaci n  del  tribunal  con los  datos  m dicos  oficiales,  hay  que acudiró é  

necesariamente al dictamen anterior, del a o 2015, debidamente inscrito.ñ

TERCERO: Que es relevante advertir que el documento de enero 

de 2018 no dice en parte alguna ser y por tanto no es- una recalificaci n– ó  

de la discapacidad, y la prueba est  en que no solo no dice serlo sino queá  

en su fundamento legal cita el art culo 13 de la Ley N  20.422, que regulaí °  

la calificaci n misma. Y no cita, en cambio, el art culo 14, cuyo inciso finaló í  

es el  que permite la recalificaci n.  Por lo dem s, y como es obvio, unaó á  

reevaluaci n, una recalificaci n, tiene que hacerse cargo de la evaluaci n oó ó ó  

calificaci n  previa,  y  tanto  m s  si  sta  contiene  una  referencia  tanó á é  

fundamental como es la de una causa secundaria de la discapacidad, de tipo 

mental,  porque  es  un  conocimiento  cient ficamente  afianzado  que  lasí  

discapacidades mentales (mental intelectual, como en este caso; es decir, un 

deterioro  cognitivo)  no  suelen  revertir,  de  modo  que  circunstancia  tan 
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extraordinaria  tendr a  que haber  sido abordada  y explicada.  No lo  fue,í  

porque no se trat  de una recalificaci n, que era lo nico procedente -sió ó ú  

acaso- de modo que la autoridad, en 2018, lo que hizo fue desconocer su 

propia actuaci n previa y referirse solo a una discapacidad f sica, no se sabeó í  

a pedido de qui n, no se sabe por qu , ni tampoco en base a qu  normas, sié é é  

la calificaci n ya exist a y estaba inscrita en el Registro respectivo. ó í

CUARTO: Que  as  las  cosas,  asentado  que  no  existi  ningunaí ó  

reevaluaci n del caso, por parte de Compin, sino una segunda actuaci nó ó  

desconectada  de  la  primera,  y  por  tanto  improcedente,  no  hay  tal 

contradicci n entre la resoluci n de enero de 2018 y el acta de la actuaci nó ó ó  

del  tribunal,  porque la primera nunca consider  ni se refiri  a la  saludó ó  

mental de la afectada, desconociendo el diagn stico previo de discapacidad,ó  

del a o 2015, y centr ndose solo en el aspecto f sico. La causa, pues, noñ á í  

pod a resolverse en base a una contradicci n aparente y dejando de analizarí ó  

la prueba central, que era el certificado del Registro Civil que da cuenta del 

dictamen de 24 de marzo de 2015,  de suerte tal  que, al  omitirse dicho 

examen y basarse en cambio en una apariencia que solo se pod a salvar coní  

el an lisis de la primera resoluci n y con la evidente falta de referencia aá ó  

ella por parte de la segunda, se ha incurrido por el tribunal de segundo 

grado  en  la  causal  de  casaci n  de  forma  antes  anunciada,  que  tieneó  

fundamental  influencia  en  lo  dispositivo  del  fallo,  por  lo  mismo que  lo 

decisivo en este asunto es, justamente, el dictamen inscrito de discapacidad 

f sica  y  mental  por  un  90%,  emanado  del  Compin  de  Vi a  del  Mar-í ñ

Quillota  con fecha 24 de marzo de 2015 y nunca reevaluado.

QUINTO: Que el art culo 775 del C digo de Procedimiento Civilí ó  

dispone que los tribunales, conociendo, entre otros recursos, por la v a de laí  

casaci n, pueden invalidar de oficio las sentencias cuando los antecedentesó  

manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaci n en laó  

forma.

SEXTO: Que  por  las  razones  expresadas  en  las  motivaciones 

anteriores se proceder  a ejercer las facultades que le permiten a esta Corteá  

casar en la forma de oficio.
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Y visto adem s lo dispuesto por los art culos 170 N  4, 768 N  5, 775á í ° °  

y 806 del C digo de Procedimiento Civil, ó se  casa  de  of ic io  la sentencia 

de la Corte de Apelaciones de Valpara so de fecha once de noviembre deí  

dos mil veintid s, fallo que queda anulado, reemplaz ndolo por el que aó á  

continuaci n, y separadamente, se dictar .ó á

T nganse  por  no  interpuesto  el  recurso  de  casaci n  en  el  fondoé ó  

deducido por el abogado Enrique Jofr  Parraé , en representaci n de la parteó  

solicitante.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n del Ministro suplente Sr. Ra l Mera Mu oz.ó ú ñ

Rol N  152.158-2022°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Mauricio Silva C., Sr. Ra l Mera M.,  Sra. Eliana Quezada M. (s), Fiscalú  

Judicial (s) Sr. Jorge S ez M. y Abogado Integrante Sr. H ctor Humeres N. á é

No firma la Ministra Sra. Quezada, no obstante haber concurrido  a la vista 

del  recurso  y  acuerdo  del  fallo,  por  haber  terminado  su  periodo  de 

suplencia.

Santiago, veintinueve de marzo de dos mil veintitr s.é

 VISTO:
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Se  reproduce  la  sentencia  apelada,  con  excepci n  de  susó  

considerandos s ptimo y octavo, que se eliminan.é

Y teniendo en su lugar y adem s presente:á

1.-  Que en la especie existe un dictamen de incapacidad de la Sra. 

Burgos  Campos,  emanado  de  la  Comisi n  de  Medicina  Preventiva  eó  

Invalidez (en adelante, Compin) de la Regi n de Valpara so, subcomisi nó í ó  

Vi a  del  Mar/Quillota,  que  es  la  autoridad  competente,  entidad  queñ  

declar  una discapacidad f sica y mental intelectual de do a Cristina Ceciliaó í ñ  

In s  Burgos  Campos  y  esa  resoluci n  fue  debidamente  inscrita  en  elé ó  

Registro  Nacional  correspondiente,  conforme  consta  del  certificado  de 

discapacidad  allegado  a  los  autos.  Esa  resoluci n,  y  esa  consecuenteó  

inscripci n,  no  pod an  modificarse  sino  en  virtud  de  una  recalificaci n,ó í ó  

regulada por el art culo 14 de la Ley N  20.422, lo que en la especie no haí °  

ocurrido,  pues  en  verdad  lo  que  hay  es  una  suerte  de  calificaci n  en“ ó  

paralelo , de fecha posterior, que de hecho no se basa en el art culo 14” í  

citado y que no hace la menor referencia al dictamen anterior, como si steé  

no  existiera,  y  se  centra  solo  en  la  discapacidad  f sica  de  la  personaí  

afectada. En verdad el documento parece dar cuenta de una actuaci n queó  

se hace ignorando la existencia previa de una calificaci n vigente.  En talesó  

condiciones,  esta  segunda  calificaci n  carece  de  todo  m rito,  pues  soloó é  

mediante la recalificaci n pod a modificarse la situaci n ya asentada en eló í ó  

a o  2015.  El  Registro  Civil,  al  inscribir  el  segundo  dictamen  diceñ  

Reevaluaci n , porque as  lo supone, pero esa calidad no se la puede dar“ ó ” í  

dicho Servicio, sino precisa y solamente Compin, que no hizo en absoluto 

una reevaluaci n, pues ello supondr a, como se adelant , no solo decirlo asó í ó í 

y citar la norma que lo permite y no la que regula la simple calificaci n-– ó  

sino sobre todo hacerse cargo del primer dictamen, m xime cuando steá é  

refiere una deficiencia mental intelectual, que habr a que explicar, entonces,í  

c mo es que tres a os despu s ya no existe, contradiciendo con ello todasó ñ é  

las certezas cient ficas al respecto. í

2.-  Que la simple omisi n de cualquier  referencia a ese dictamenó  

previo y al problema mental, causa secundaria de la discapacidad inscrita, y 

adem s  siquiera  a  la  palabra  recalificaci n,  y  al  art culo  legal  que  laá ó í  
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permite, todo ello en la resoluci n exenta N  4 de 4 de enero de 2018,ó °  

demuestra  que  esta  segunda  resoluci n  carece  de  la  calidad  de  unaó  

reevaluaci n  y no es  m s que un acto administrativo inane,  incapaz  deó á  

generar  efecto  alguno,  pues  quiere  declarar  por  vez  primera  lo  que  ya 

estaba  declarado,  refiri ndose  solo  a  un  aspecto  de  la  discapacidad,  siné  

reevaluar a la paciente y sin ninguna atribuci n para generar una suerte deó  

situaci n  paralela  a  la  precedente,  ya  consolidada.  Una  resoluci n  deó ó  

discapacidad, para mayor fuerza inscrita en el Registro pertinente, no puede 

ser dejada sin efecto ni modificada sino por medio de una recalificaci n,ó  

dictada al tenor de lo dispuesto por el art culo 14 de la Ley N  20.400, loí °  

que aqu  no es el caso.í

3.-  Que despejado lo anterior, se comprende que se cumplen en esta 

causa todos los requisitos para declarar la interdicci n pedida, pues existeó  

un  dictamen  inscrito  en  el  Registro  Nacional  de  Discapacidad,  que  da 

cuenta  de  la  discapacidad  mental  intelectual  que padece  la  Sra.  Burgos 

Campos,  dictamen  emanado  de  la  Comisi n  de  Medicina  Preventiva  eó  

Invalidez competente y que coincide perfectamente con lo advertido por el 

tribunal de base en la diligencia de audiencia de la afectada, que ordena la 

ley,  de  suerte  tal  que  estamos  precisamente  ante  el  caso  previsto  en  el 

art culo 4  de la Ley N  18.600, pues si bien esta norma otorga en principioí ° °  

a los padres la legitimidad procesal para solicitar la interdicci n, la ampl aó í  

luego a los parientes m s cercanos, que en este caso es la calidad que leá  

corresponde a la hija peticionaria. En consecuencia, solo procede acoger la 

solicitud que dio origen a la causa.

Y  visto  adem s  á lo  dispuesto  en  los  art culos  186  y  siguientes  delí  

C digo de Procedimiento Civil,  ó SE  REVOCA la sentencia definitiva de 

diecis is de marzo de dos mil veintid s, que no dio lugar a la solicitud y, ené ó  

su lugar, se declara:

I. -  Que se acoge la solicitud de folio 1, deducida por do a ñ Claudia 

Cecilia Aravena Burgos y se declara interdicta por discapacidad mental a 

do añ  Cristina Cecilia In s Burgos Camposé , c dula nacional de identidad Né ° 

5.285.957-3,  chilena,  domiciliada  en  calle  Bilbao  N 1541,  comuna  de°  
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Quilpu ,  priv ndosele  de  la  representaci n  de  s  misma  y  de  la  libreé á ó í  

administraci n de sus bienes.ó

II. -  Se nombra curador definitivo de la interdicta a su hija,  do añ  

Claudia Cecilia Aravena Burgos, c dula de identidad N  10.738.397-2, coné °  

domicilio en calle Bilbao N 1541, comuna de Quilpu° é.

III . -  Proceda el Conservador de Bienes Ra ces de Quilpu  a inscribirí é  

la presente sentencia en el Registro pertinente, una vez ejecutoriada esta 

sentencia.

IV.-  Pract quense las publicaciones legales en el diario de circulaci ní ó  

local.

Reg strese y devu lvase, v a interconexi n.í é í ó

Redacci n del Ministro Suplente Sr. Ra l Mera Mu oz.  ó ú ñ

N 152.158-2022°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Mauricio Silva C., Sr. Ra l Mera M.,  Sra. Eliana Quezada M. (s), Fiscalú  

Judicial (s) Sr. Jorge S ez M. y Abogada Integrante Sra. Mar a A. Benavidesá í  

C. 

No firman los  Ministros  Sr.  Mera y  Sra.  Quezada,  no obstante haber 

concurrido ambos  a  la  vista  del  recurso  y acuerdo del  fallo,  por  haber 

terminado su periodo de suplencia.
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null

En Santiago, a tres de abril de dos mil veintitrés, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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